[image: image2.png]PROCURADURIA
CENERAL DE LA NACION




PAGE  

[image: image1.png]PROCURADURIA
CENERAL DE LA NACION






                                                                                                                 Concepto 5761

Bogotá, D.C., 11 de abril de 2014
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 419 y 421 de la Ley 1564 de 2012, “Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones”.

Demandantes: Leonardo Areniz Martínez

Magistrado Sustanciador: ALBERTO ROJAS RÍOS.
Expediente D-10115
Concepto 5761
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5, de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6 y 242, numeral 1º de la Carta, instauró LEONARDO ARENIZ MARTÍNEZ contra los artículos 419 y 421 de la Ley 1564 de 2012, como se cita a continuación.
LEY 1564 DE 2012
(julio 12)

Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República
DECRETA:

(…)
CAPÍTULO IV.
PROCESO MONITORIO.
(…)

ARTÍCULO 419. PROCEDENCIA. Quien pretenda el pago de una obligación en dinero, de naturaleza contractual, determinada y exigible que sea de mínima cuantía, podrá promover proceso monitorio con sujeción a las disposiciones de este Capítulo.
ARTÍCULO 421. TRÁMITE. Si la demanda cumple los requisitos, el juez ordenará requerir al deudor para que en el plazo de diez (10) días pague o exponga en la contestación de la demanda las razones concretas que le sirven de sustento para negar total o parcialmente 1a deuda reclamada.
El auto que contiene el requerimiento de pago no admite recursos y se notificará personalmente al deudor, con la advertencia de que si no paga o no justifica su renuencia, se dictará sentencia que tampoco admite recursos y constituye cosa juzgada, en la cual se le condenará al pago del monto reclamado, de los intereses causados y de los que se causen hasta la cancelación de 1a deuda. Si el deudor satisface la obligación en la forma señalada, se declarará terminado el proceso por pago.

Si el deudor notificado no comparece, se dictará la sentencia a que se refiere este artículo y se proseguirá la ejecución de conformidad con lo previsto en el artículo 306. Esta misma sentencia se dictará en caso de oposición parcial, si el demandante solicita que se prosiga la ejecución por la parte no objetada. En este evento, por la parte objetada se procederá como dispone el inciso siguiente.

Si dentro de la oportunidad señalada en el inciso primero el demandado contesta con explicación de las razones por las que considera no deber en todo o en parte, para lo cual deberá aportar las pruebas en que se sustenta su oposición, el asunto se resolverá por los trámites del proceso verbal sumario y el juez dictará auto citando a la audiencia del artículo 392 previo traslado al demandante por cinco (5) días para que pida pruebas adicionales.

Si el deudor se opone infundadamente y es condenado, se le impondrá una multa del diez por ciento (10%) del valor de la deuda a favor del acreedor. Si el demandado resulta absuelto, la multa se impondrá al acreedor.

PARÁGRAFO. En este proceso no se admitirá intervención de terceros, excepciones previas reconvención, el emplazamiento del demandado, ni el nombramiento de curador ad litem. Podrán practicarse las medidas cautelares previstas para los demás procesos declarativos. Dictada la sentencia a favor del acreedor, proceden las medidas cautelares propias de los procesos ejecutivos.
1.
Planteamientos de la demanda

En opinión del accionante las disposiciones acusadas que establecen la procedencia y el trámite del proceso monitorio vulneran el derecho a la igualdad y el debido proceso. A su juicio, su contenido es netamente unilateral porque carece de la bilateralidad propia de todo proceso, en la medida en que la autoridad al realizar el requerimiento de pago se pronuncia con efectos de cosa juzgada sin oír a la otra parte, en tanto parcializa las garantías al acreedor y limita las del deudor, lo cual riñe con los artículos 13 y 29 de la Constitución Política.

2. Problema jurídico

Corresponde al Ministerio Público determinar si el artículo 421 de la Ley 1564 de 2012, al regular el trámite del proceso monitorio sin la posibilidad para que el demandado pueda interponer recurso contra el auto que notifica el requerimiento de pago y la sentencia que resuelve el proceso, vulnera el artículo 13 y 29 de la Constitución Política.
3. Análisis jurídico
3.1. A juicio del Ministerio Público los cargos formulados por el ciudadano en contra del artículo 419 de la Ley 1564 de 2012 no cumplieron con los requisitos de procedibilidad que debe reunir toda demanda de inconstitucionalidad exigidos por el numeral 3 del artículo 2 del Decreto 2067 de 1991.  El accionante se limitó afirmar que la disposición citada viola los artículos 13 y 29 de la Constitución Política, sin más consideraciones, es decir, no expresó una objeción concreta que muestre la manera como se vulneran, incumpliendo así con la carga argumentativa mínima, por lo que el Ministerio Público solicitará a la Corte Constitucional que se inhiba para emitir pronunciamiento de fondo por ineptitud sustantiva de la demanda presentada.
3.2. Antes de abordar el análisis del cargo formulado contra el artículo 421, objeto de inconformidad del accionante, el Ministerio Público analizará previamente los alcances del debido proceso en cuanto atañe al derecho de defensa, a efectos de determinar si en verdad se encuentran vulnerados los derechos conforme lo piensa el Señor Leonardo Areniz Martínez. 
El inciso primero del artículo 29 constitucional puntualmente dispone que el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.  En este sentido, la doctrina constitucional ha fijado algunas características que debe cumplir el ejercicio de la defensa para que sea conforme a la Constitución, por cuanto el derecho de defensa constituye un elemento medular del debido proceso
. 
El citado artículo igualmente señala que toda persona tiene derecho a presentar pruebas y a controvertir las que alleguen en su contra, y contempla como componente del debido proceso el derecho a “impugnar la sentencia condenatoria”, enunciado que debe ser leído en concordancia con el artículo 31 de la Carta Política, según el cual “Toda sentencia judicial podrá ser apelada o consultada salvo las excepciones que consagre la ley”.  Derecho de impugnación que se refiere no solo al control judicial de las sentencias, sino en general al de cualquier providencia judicial.  

En desarrollo de tal disposición constitucional, el Código General del Proceso incluyó el proceso monitorio en el Título III de los Procesos Declarativos Especiales, Capítulo IV, y que de acuerdo con el artículo 419 procede para quien pretenda el pago de una obligación en dinero, de naturaleza contractual, determinada, exigible y que sea de mínima cuantía.
En el artículo 421 acusado, establece que el Juez que adelanta un proceso monitorio debe requerir al demandado para que pague o para que exponga en la contestación de la demanda las razones que sustenta para negar parcial o totalmente la deuda. Este auto que contiene el requerimiento de pago debe ser notificado personalmente al deudor y no admite recurso alguno, pero le advierte que si no paga o no justifica su renuencia, se dictará sentencia, que tampoco admite recurso y constituye cosa juzgada. 

Al respecto, la Corte ha reconocido que el Estado se halla en la obligación de asegurar a todas las personas el derecho de defensa en cualquier proceso o actuación judicial o administrativa, por lo cual se debe dar la oportunidad de ser oído, presentar pruebas y recursos cuando los otorga la ley
.  También ha precisado la posibilidad que tiene el legislador para consagrar o no un recurso para determinadas decisiones procesales sin que por ello vulnere la Constitución Política.  
Ahora bien, para resolver el problema planteado debe preguntarse, en primer lugar si el artículo 421 acusado aseguró al deudor demandado y notificado personalmente de un proceso monitorio, la oportunidad procesal para ser oído, para presentar pruebas o para interponer recursos. La respuesta es afirmativa. Esta Vista Fiscal considera que el trámite ha sido conforme a la Constitución por cuanto dicha disposición sí previó expresamente la oportunidad para que el ciudadano demandado ejerciera su derecho de contradicción, esto es, su derecho de defensa, específicamente cuando contesta la demanda y como lo contempla la norma “con explicación de las razones por las que considera no deber en todo o en parte, para lo cual deberá aportar las pruebas en que se sustenta su oposición”.  

En relación con la impugnación sobre las decisiones judiciales, la Corte en distintos fallos ha reiterado la libertad de configuración que tiene el legislador para definir procedimientos judiciales que le permiten privilegiar determinados modelos de procedimiento, o incluso, prescindir de etapas o recursos en algunos de estos trámites o incluirlos en otros. Igualmente, ha considerado que dicha potestad está sometida a límites precisos que también le permiten hacer compatibles el proceso judicial con la Constitución. 
Lo anterior se constata en la demanda instaurada en contra del artículo 48 (parcial) de la Ley 794 de 2003 “por la cual se modifica el Código de Procedimiento Civil, se regula el proceso ejecutivo y se dictan otras disposiciones”, por la vulneración del derecho a la igualdad y al principio de la doble instancia al eliminar la procedencia del recurso de apelación contra el mandamiento de pago en los procesos ejecutivos, en donde la Corte mediante sentencia C-900 de 2003 declaró exequible la expresión “El mandamiento ejecutivo no es apelable”. 
Significa, entonces, que es contrario a lo que arguye el accionante porque, en primer lugar, el legislador a través del artículo 421 ha establecido un tratamiento de favor a la notificación personal del auto que contiene el requerimiento de pago, con lo que otorga mayor garantía para el demandado, pues va a tener el conocimiento de la existencia del proceso y, en segundo lugar, la posibilidad de ejercer su derecho de defensa. 

En cuanto a la posibilidad de interponer recursos, tal y como se señaló anteriormente, esta es una excepción -consagrada en la Carta Política- de la que dispone el legislador, y que para el Ministerio Público en este caso responde a criterios de eficiencia de un proceso que ha sido concebido para asuntos menos complejos o que, por razón de su cuantía, responden a un juicio civil más humano, como se mencionara en uno de los debates del proyecto ley que hoy constituye el Código General del Proceso, y por lo tanto acorde con los postulados que gobiernan las legislaciones procesales modernas, además de poseer una mayor justificación porque permite el acceso a la administración de justicia para el ciudadano de a pie que puede verse involucrado en un proceso de mínima cuantía, como lo es el proceso monitorio, que puede ser iniciado sin la intervención de abogado y sin necesidad de agotar el trámite de un proceso de conocimiento
.
4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicitará a la Corte: INHIBIRSE para emitir un pronunciamiento respecto del artículo 419 de la Ley 1564 de 2012, “Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones”, por ineptitud sustantiva de la demanda.

 Y declarar EXEQUIBLE el artículo 421 de la Ley 1564 de 2012, “Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones”, en lo acusado.

Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/NROA
� Cfr. Sentencia T-589 de 1999.  


� Cfr. Sentencia C-617 de 1996.


� Gaceta del Congreso de la República 379 de 2012.
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